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MINISTERIO DE LA PRESIDENCIA

29721 REAL DECRETO 2824/1998, de 23 de
diciembre, por el que se modifica la dispo-
sición transitoria duodécima del Reglamento
General de Conductores.

El Reglamento General de Conductores, aprobado por
Real Decreto 772/1997, de 30 de mayo, en su ar-
tículo 33, establece que la conducción de vehículos que
transporten mercancías peligrosas, cuando así lo requie-
ran los correspondientes marginales del ADR o el TPC,
queda sometida a la obtención de una autorización espe-
cial que habilite para ello. Por otra parte, en sus ar-
tículos 34 y 35 regula los requisitos y documentos exi-
gidos para obtener o ampliar la mencionada autorización
y, en su artículo 36, la vigencia y prórroga de la misma.

De conformidad con lo dispuesto en el citado artícu-
lo 36.2, la prórroga de la vigencia de la autorización
queda supeditada, entre otros requisitos, a que su titular,
durante el año anterior a la expiración del período de
vigencia señalado en la misma, haya seguido con apro-
vechamiento un curso de actualización y perfecciona-
miento en un centro de formación autorizado por la Direc-
ción General de Tráfico y superado las pruebas y ejer-
cicios correspondientes, de acuerdo con lo dispuesto
en el capítulo IV del título II del citado Reglamento.

Por último, la disposición transitoria duodécima del
mismo Reglamento, en su párrafo b), establece que la
prórroga de la autorización especial a que se refiere el
artículo 79 hasta el 31 de diciembre de 1998, se realizará
conforme a la normativa contenida en la Orden del Minis-
terio del Interior de 2 de septiembre de 1987. Ello impli-
ca, según dicha disposición transitoria, que la prórroga
de la vigencia de las autorizaciones que caduquen a
partir del 1 de enero de 1999 deberá amoldarse a lo
establecido en el artículo 36.2 del citado Reglamento.

Este nuevo sistema de prórroga de la vigencia de
las autorizaciones supone un cambio sustancial en rela-
ción con lo establecido en la citada Orden de 2 de sep-
tiembre de 1987, que exigía un curso de actualización
sin examen, curso que no era necesario realizar si el
conductor acreditaba haber conducido ininterrumpida-
mente durante los últimos cinco años vehículos que
transporten mercancías peligrosas y la empresa certi-
ficaba que había sido instruido sobre las modificaciones
que hubieran podido introducirse en el transporte de
dichas mercancías.

Vistas las circunstancias y para facilitar la adaptación,
ante la inminencia de la entrada en vigor del nuevo sis-
tema de prórroga de la vigencia de las autorizaciones
y la problemática, especialmente de orden social, que
ello podría ocasionar a los conductores y empresas, se
demora durante un año la entrada en vigor del mismo,
demora que exige modificar la redacción del párrafo b)
de la disposición transitoria duodécima del Reglamento
General de Conductores.

En su virtud, oídos los sectores afectados, a propuesta
de los Ministros del Interior y de Sanidad y Consumo,
previa aprobación del Ministro de Administraciones
Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa
deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del
día 23 de diciembre de 1998,

D I S P O N G O:

Artículo único.

El párrafo b) de la disposición transitoria duodécima
del Reglamento General de Conductores, aprobado por

el Real Decreto 772/1997, de 30 de mayo, quedará
redactado en los siguientes términos:

«b) La prórroga de la vigencia de las autori-
zaciones especiales a que se refiere el artículo 79
del presente Reglamento, que caduquen hasta el
31 de diciembre de 1999, se realizará conforme
a la normativa contenida en la Orden citada en
el apartado anterior.»

Disposición final única.

El presente Real Decreto entrará en vigor el mismo
día de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid a 23 de diciembre de 1998.

JUAN CARLOS R.

El Vicepresidente Primero del Gobierno
y Ministro de la Presidencia,

FRANCISCO ÁLVAREZ-CASCOS FERNÁNDEZ

MINISTERIO
DE ADMINISTRACIONES

PÚBLICAS

29722 REAL DECRETO 2669/1998, de 11 de
diciembre, por el que se aprueba el proce-
dimiento a seguir en materia de rehabilitación
de los funcionarios públicos en el ámbito de
la Administración General del Estado.

El artículo 105 de la Ley 13/1996, de 30 de diciem-
bre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden
Social, ha modificado la redacción del artículo 37 del
texto articulado de la Ley de Funcionarios Civiles del
Estado, aprobado por Decreto 315/1964, de 7 de febre-
ro, incorporando a la legislación vigente la figura de la
rehabilitación de los funcionarios públicos.

Así, el apartado 3 de dicho artículo establece que
«los funcionarios que hubieran perdido su condición por
cambio de nacionalidad o jubilación por incapacidad per-
manente podrán solicitar la rehabilitación, de conformi-
dad con el procedimiento que se establezca».

Por su parte, el apartado 4 del mismo artículo indica
que «los órganos de Gobierno de las Administraciones
públicas podrán conceder la rehabilitación, a petición
del interesado, de quien hubiera sido condenado a la
pena principal o accesoria de inhabilitación, atendiendo
a las circunstancias y entidad del delito cometido».

Resulta, por tanto, inaplazable el establecimiento,
dentro del ámbito de la Administración General del Esta-
do, del cauce procedimental a seguir para tramitar y
resolver los distintos supuestos de rehabilitación, cuya
posibilidad ha introducido la nueva legislación, así como
la fijación de los criterios a tener en cuenta a la hora
de apreciar las «circunstancias y entidad del delito come-
tido», apreciación que determinará la decisión que se
adopte en los supuestos de solicitud de rehabilitación
por parte del que hubiera sido condenado a pena prin-
cipal o accesoria de inhabilitación, una vez cumplida la
condena y extinguidas sus responsabilidades.


